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RESUMEN

El Código Orgánico General de Procesos en Ecuador, 
que regula los procedimientos para la tramitación de los 
asuntos no penales, establece en su artículo 154 que la 
reconvención no procede en materia de alimentos, lo cual 
ha originado numerosos debates en la práctica acerca 
de la inconveniencia de que como resultado de su inter-
pretación se tengan que promover varios procesos para 
solucionar asuntos relacionados con las medidas que se 
deben adoptar respecto a los hijos cuando el actor o la 
actora en el proceso solo reclama que se fije una pensión 
alimenticia. A partir de una profunda revisión bibliográfica y 
de la aplicación de métodos teóricos y jurídicos que sirvie-
ron de base para el análisis e interpretación de la doctrina, 
la jurisprudencia y de la legislación nacional e internacio-
nal se asume la postura de considerar que en los proce-
sos derivados de los derechos de los menores, en función 
de la tutela que debe ofrecer la jurisdicción familiar por la 
naturaleza del proceso y del interés superior del niño, los 
jueces deben dar solución a las medidas de alimentos, vi-
sitas, guarda y cuidado que se deriven del proceso sin que 
sea exigible la reconvención, siempre que la decisión no 
implique la sorpresa o indefensión para el demandante o 
el demandado. 

Palabras clave: 

Reconvención, procesos de alimentos, principios asocia-
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ABSTRACT

The General Organic Code of Procedures in Ecuador, 
which regulates the procedures for the processing of 
non-criminal matters, establishes in its article 154 that 
counterclaims are not applicable in matters of food, which 
has given rise to numerous debates in practice about the 
inconvenience that as a result of its interpretation, several 
processes have to be promoted to resolve issues related 
to the measures that must be adopted with respect to the 
children when the plaintiff in the process only requests that 
alimony be established. Based on a thorough bibliographic 
review and the application of theoretical and legal methods 
that served as a basis for the analysis and interpretation 
of the doctrine, jurisprudence and national and internatio-
nal legislation, the position is taken to consider that in the 
processes derived from the rights of minors, based on the 
protection that the family jurisdiction must offer due to the 
nature of the process and the best interests of the child, ju-
dges must provide solutions to the measures of food, visits, 
custody and care that arise from the process without the 
counterclaim being enforceable, as long as the decision 
does not imply surprise or defenselessness for the plaintiff 
or the defendant.

Keywords: 
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counterclaim, accumulation of claims.
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INTRODUCCIÓN

La reconvención constituye una institución jurídico proce-
sal, esencialmente utilizada en los asuntos civiles ordina-
rios que ha permitido a las partes contraatacar a su de-
mandante y a los jueces dirimir distintas pretensiones en 
un solo proceso judicial, con lo cual se ha contribuido a la 
economía procesal, en tanto, a pesar de que la demanda 
reconvencional complejiza el acervo probatorio e impone 
al juez resolver en una sola sentencia las peticiones for-
muladas por ambas partes, de otra parte se evita que se 
tramiten en varios procesos cuestiones que se pueden 
solucionar en uno solo. Si bien en el procedimiento or-
dinario, la reconvención ha sido aceptada por la mayor 
parte de la doctrina y de los operadores jurídicos, la cues-
tión no ha discurrido tan pacíficamente en los procesos 
de alimentos, en los cuales el legislador ha establecido 
expresamente que no procede. 

El precepto legal contenido en el artículo 154 del Código 
Orgánico General de Procesos (Ecuador. Asamblea 
Nacional, 2015) aún se debate entre los profesionales del 
Derecho, considerando algunos que su interpretación da 
lugar a que haya que tramitar en distintos procesos, pe-
ticiones del demandado que se derivan directamente de 
la acción del demandante como sería la determinación 
de las visitas o la comunicación o el debate sobre la te-
nencia, guarda y cuidado de los menores hijos. De otra 
parte, existe la consideración de que, en los incidentes 
en alimentos ante un pedido de aumento de la cuantía 
de la pensión alimenticia, no podría el demandado pedir 
la rebaja de la pensión fijada alegando que han variado 
las circunstancias que se tuvieron en cuenta al momento 
de fijar la pensión original, por haber procreado dos hijos 
más y haber disminuido sustancialmente sus ingresos. 

De hecho, el demandado al contestar la demanda de 
alimentos puede presentar situaciones concretas que 
le aconsejan, más allá de realizar una simple oposición, 
efectuar un nuevo pedido que materialmente constituye 
una contrademanda, pero la naturaleza del proceso de 
alimentos se conoce que es expedita y se comprende no 
aconsejable la dilación del asunto que implicaría dar tras-
lado o notificar al demandante y discurrir por un conjunto 
de actos procesales que solo representan la demora en 
dar solución a un asunto que apremia a niñas, niños y 
adolescentes. No obstante, teniendo en cuenta precisa-
mente los intereses que se discuten en este tipo de pro-
ceso, los jueces no podrían esgrimir el principio disposi-
tivo y de congruencia como en el resto de los procesos 
civiles porque este se trata de un asunto de familia, en 
el cual la tutela judicial no se limita a dirimir un conflicto 
entre partes sino que puede afectar los intereses de ter-
ceros, que además son menores de edad, en favor de 
los cuales existe una legislación especial que exige una 
conducta más oficiosa y vigilante del juez. 

El estudio tuvo como objetivo analizar de forma crítica la 
formulación del artículo 154 del COGEP y sobre todo la 

interpretación que pudiera darse al término “no procede 
la reconvención en materia de alimentos”, particular que 
puede obstaculizar la solución, en la mayor brevedad 
posible, de los asuntos de familia en los cuales deben 
fijarse los alimentos, régimen de visitas y comunicación 
con los hijos, tenencia, entre otras que pueden afectar el 
normal desarrollo, educación y atención a niñas, niños y 
adolescentes. Los jueces que atienden los asuntos de ín-
dole familiar deben tener en cuenta que desempeñan una 
función de tutela en la que están implicados los derechos 
de menores y las obligaciones de los padres con los hijos, 
por lo que las instituciones del proceso civil deberán ser 
aplicadas bajo el prisma del juez comprometido con un 
interés superior: el del niño. 

DESARROLLO

Para Mendoza et al. (2017), “la reconvención es un acto 
legal de contraataque” considerado así a partir de que 
el demandado se convierte en actor del proceso en la 
medida que contrademanda a aquel que ha interpuesto 
la acción, textualmente representa rechazar o repudiar 
algo; pero coincidiendo con Quisbert (2010), en la recon-
vención el demandado al contestar la demanda no se li-
mita a oponerse sino que “se constituye en demandante 
a efectos de que se fallen ambas pretensiones o ambas 
oposiciones” en una misma sentencia (p. 35). 

Señalan en torno a la reconvención (Montero & Chacón, 
2019, p. 176) que, “se trata del ejercicio por el demanda-
do de una pretensión contra la persona que le hizo com-
parecer en juicio, entablada ante el mismo juez y en el 
mismo procedimiento en que la pretensión del actor se 
tramita”. La reconvención constituye una institución pro-
cesal que, en consideración de López (2023), “guarda 
enormes semejanzas con la demanda” (p. 6). No obstan-
te, tiene sus propias características y particularidades.

Al margen de lo antes expuesto, es válido aclarar que la 
reconvención tiene una finalidad distinta a la demanda. Lo 
que regularmente ocurre al contestar la demanda es que 
se esgrimen argumentos con la finalidad de sostenerle al 
juez las razones por las cuales debe rechazarla, es decir, 
lo que busca el demandado al contestar la demanda es 
neutralizar la pretensión del actor, sin embargo, esto no 
ocurre con la reconvención. Mientras el demandado se 
limita a contestar la demanda, incluso en el caso de que 
exista oposición, de forma distinta en la reconvención, el 
reconveniente lanza sobre su rival una nueva pretensión, 
se produce un contraataque que deberá ser objeto de la 
decisión judicial, con lo cual se crea un litigio nuevo, una 
nueva controversia, un debate que provoca un significati-
vo aumento del acervo probatorio y de la carga de trabajo 
del juez. 

Consultando la doctrina emitida por Morán (2021), se ve-
rifica que, en su opinión, la reconvención es un acto de 
defensa, un medio que posee el demandado para recla-
mar sus derechos ante el demandante con la finalidad de 
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conseguir sus pretensiones. De manera que en el término 
de contestación (artículo 155 del COGEP) no se limita-
ría el demandado a oponerse a la demanda, sino que se 
constituye en demandante con el fin de que el juzgador 
resuelva tanto las pretensiones del actor como las suyas. 
Sin embargo, se considera más apropiada la evaluación 
de Montero & Chacón (2019), pues estos señalan que con 
la reconvención el demandado no solo se defiende, sino 
que da un paso más allá, el demandado pasa al ataque 
con una contrademanda contra la persona que lo hizo 
comparecer a juicio y, consecuentemente, la sentencia 
tendrá que contener dos pronunciamientos. 

En la reconvención, el demandado aprovecha la existen-
cia de un procedimiento iniciado por el demandante para 
interponer, otra pretensión, frente al actor. Este acto de 
reconvención, según Morán cumple los mismos requisitos 
de la demanda y se diferencia de la excepción, puesto 
que esta solo pretende hacer extinguir o desvirtuar las 
pretensiones del actor, pero no persigue la obtención de 
una nueva sentencia que favorezca a quien fue en un pri-
mer momento solamente el demandado. Son entonces 
dos acciones en un mismo juicio, que se acumulan en un 
solo proceso en el que figuran dos actores y dos deman-
dados (Morán Sarmiento, 2011).

La jurisprudencia en Ecuador no ha estado ajena a esta 
situación, las cortes ecuatorianas han señalado que la re-
convención genera acciones simultáneas (Ecuador. Corte 
Nacional de Justicia, 2020). La reconvención es indepen-
diente y autónoma de la acción del actor, el destino de la 
reconvención no tiene por qué estar atado a los avatares 
de la demanda, pues esta última puede ser desechada, 
desistida, abandonada y la reconvención podrá continuar 
de manera autónoma. Cuando se confrontan acción y re-
convención, se verifica que se tienen dos procesos, cada 
uno con su propia individualidad. En tal sentido, con la 
reconvención se plantea una nueva litis, los términos son 
distintos a los de la demanda, se obliga al actor a emitir 
un nuevo pronunciamiento y al juez a decidir en senten-
cia dos pretensiones distintas en orden al principio de 
congruencia. 

En el Código Orgánico General de Procesos (Ecuador. 
Asamblea Nacional, 2015) la reconvención se encuentra 
ubicada dentro de los actos de proposición, dentro de 
los cuales se encuentra la demanda, la contestación, la 
reconvención y la contestación a la reconvención. Los 
tratadistas han señalado que cuando se presenta una 
demanda reconvencional el proceso se dobla sobre sí 
mismo. En el ámbito judicial se pasa de contar con un 
solo litigio a tener dos, porque con la reconvención se 
genera una nueva pretensión, distinta a aquella que in-
terpuso el actor cuando estableció su demanda. Bajo 
este argumento, la reconvención constituye la demanda 
del demandado en contra del actor. La Corte Nacional de 
Justicia del Ecuador (2020), define la reconvención como 

una “contrademanda que se tramita en el mismo proceso 
aplicando el principio de economía procesal”. 

Para la presentación de una reconvención se debe cum-
plir con las mismas formalidades de la demanda. Así, la 
contestación y la reconvención deben ajustarse a los re-
quisitos establecidos en el artículo 156 del COGEP, de 
modo que deben citarse los datos o generales del recon-
veniente y del reconvenido, los hechos en que se sustenta 
la demanda reconvencional, los fundamentos jurídicos o 
de derecho en que se ampara la reconvención, así como 
las pretensiones. De tal manera que, la reconvención exi-
ge el cumplimiento de los mismos requisitos procesales 
que la demanda y, en ese sentido, al introducirse la re-
convención existen dos demandas que colocan al juez 
en la necesidad de tramitar dos procesos para emitir una 
sentencia en la que se resolverán dos demandas simultá-
neas (Ecuador. Asamblea Nacional, 2015),

Una vez presentada y admitida la reconvención, se le da 
traslado al reconvenido para contestarla. En ambos actos 
procesales la ley exige la proposición de los medios de 
prueba de los cuales dispongan, tanto al reconveniente 
como al reconvenido. Las pruebas anunciadas tanto en la 
contestación como en la reconvención se practicarán en 
audiencia de juicio. El artículo 154 del Código Orgánico 
General de Procesos establece, en cuanto a la proce-
dencia de la reconvención lo siguiente: “La reconvención 
procede en todos los casos, salvo los previstos en la ley. 
Serán aplicables a la reconvención, en lo pertinente, las 
reglas previstas para la demanda. La reconvención se tra-
mitará y resolverá conjuntamente con la demanda y las 
excepciones. La reconvención no procede en materia de 
alimentos”. (Ecuador. Asamblea Nacional, 2015),

La reconvención surte los mismos efectos que la deman-
da y como se ha planteado da lugar a que el juez tenga 
que dirimir las pretensiones de acuerdo a lo interesado 
por ambas partes en sus escritos. En el sistema procesal 
civil ecuatoriano, no se realiza una citación al actor para 
poner en su conocimiento la reconvención, sino que se le 
notifica y a partir de ese momento comienza a discurrir el 
término para contestar. De esta forma el demandado se 
convierte en actor de la reconvención y el actor se con-
vierte en demandado y, por tanto, la relación de hechos 
objeto de reconvención y los medios de prueba adquie-
ren relevancia. El demandado que, en un proceso común, 
no requiere probar su negativa, si establece reconvención 
y realiza afirmaciones positivas está obligado a probar lo 
que ha expresado en la reconvención so pena de que su 
reconvención sea desestimada (López, 2023).

Uno de los aspectos más significativos de la reconven-
ción es que es una institución autónoma, cuyo trámite no 
se afecta por el desistimiento del demandante ni por el 
abandono de la demanda. El juez puede desechar la de-
manda y aceptar la reconvención o admitir la demanda y 
rechazar la reconvención o aceptar las dos o rechazar las 
dos. La autonomía de la reconvención se orienta a que 
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la finalidad es distinta a la de la expuesta por el actor. 
Demanda y reconvención poseen su autonomía y obligan 
a interactuar con los actos procesales que corresponden 
a cada una de las pretensiones, solo que se acumulan en 
un solo proceso ambas peticiones y habrá que proponer 
y practicar las pruebas de la demanda y contrademanda 
y dar traslado de los actos de las partes y escuchar sus 
alegaciones, hasta resolver en sentencia única todas las 
pretensiones. 

Desde la práctica, la reconvención debe ser calificada 
igual que la demanda y si el juez considera que no reúne 
los requisitos establecidos en la ley puede ordenar que 
esta sea subsanada, ampliada o aclarada y si no se reali-
za en los términos legalmente instituidos la reconvención 
será inadmitida, lo que no significa que el reconveniente 
no pueda solicitar en otro momento o en otro proceso o en 
pieza separada, lo que interesa. Aunque la reconvención 
sea rechazada, la demanda inicial persiste y conserva su 
autonomía, de manera que la demanda sigue su trami-
tación hasta su archivo con independencia del destino 
de la reconvención. Puede ser que el actor no asista a la 
audiencia, en cuyo caso se declara el abandono, pero el 
demandado podrá pedir al juzgador que se continúe con 
el trámite de la reconvención y, por supuesto, utilizando 
los medios de prueba que considere procedentes, obte-
ner la sentencia correspondiente. 

En la reconvención rigen principios del Derecho Procesal 
como el de economía procesal, celeridad procesal, de-
recho a la defensa, el principio de oportunidad procesal 
y el principio de congruencia. Uno de los principios más 
importantes que rige la reconvención es el de econo-
mía procesal respecto al cual Palomo (2008), ha seña-
lado que es el principal fundamento de la reconvención, 
pues debe concederse la posibilidad de que el deman-
dado utilice el cauce que ya está abierto por el actor o 
demandante para formular su petición de tutela judicial. 
Los principios de celeridad y economía procesal forman 
parte del debido proceso conforme establece el artículo 
18 del Código Orgánico de la Función Judicial (Ecuador. 
Asamblea Nacional, 2009).

Para Echandía, economía procesal significa menor tra-
bajo y justicia más barata y rápida, es la consecuencia 
que se deriva de que debe tratarse de obtener el mayor 
resultado con el mínimo de empleo de actividad proce-
sal. Dentro de sus manifestaciones está la necesidad de 
evitar diversos procesos, la acumulación de pretensiones 
y la posibilidad de que en un solo proceso se ventilen va-
rias de las peticiones para que los jueces posean menor 
cúmulo de trabajo y puedan dar solución a sus asuntos 
de manera más expedita pues se conoce que la justicia 
demorada se convierte en injusticia (Echandía, 2013).

Aunque la justicia totalmente gratuita sería lo ideal en to-
das las sociedades, al menos si se ventilan menor canti-
dad de procesos se reducen los gastos de las partes y 
las cargas laborales en los juzgados, además los gastos 

en abogados para los casos en procesos de alimentos, 
visitas, guarda u otros relacionados con la familia no 
constituirían tanta sobrecarga económica para las partes. 
Posee sobrada importancia para los alimentistas la breve-
dad de los trámites judiciales o la simplificación de este 
tipo de procesos, que ni son de mayor complejidad y por 
la frecuencia con que se conocen todas las incidencias 
que se pudieran presentar, no se justifica que los jueces, 
pudiendo evitarlo multipliquen los procesos y, mucho me-
nos, que los dilaten en el tiempo pudiendo evitarlo. 

La celeridad en la tramitación de los procesos, de acuer-
do a lo estipulado en el Código Orgánico de la Función 
Judicial en su artículo 20, implica la necesidad de que la 
administración de justicia sea rápida y oportuna, tanto al 
tramitarse la causa como en el dictado de la resolución 
definitiva. El retardo injustificado de los jueces o juezas 
acarrea responsabilidad conforme a lo establecido en la 
legislación (Ecuador. Asamblea Nacional, 2009). Si bien 
la previsión legal que concede la posibilidad de trami-
tar en un solo proceso ordinario las demandas donde se 
incluye la reconvención es acertada, puesto que repre-
senta celeridad y economía procesal, en los trámites de 
alimentos la reconvención retrasa la solución del asunto y 
peor aún es que los jueces dispongan que se tramite en 
otro proceso judicial una cuestión estrechamente ligada a 
la demanda de alimentos. 

De manera que resulta trascendental que, en la práctica, 
no se obstaculice por los jueces la reconvención como 
institución jurídica que contribuye a dar solución rápida a 
los asuntos civiles ordinarios, pero también es importante 
que cuando se trate de asuntos de familia conexamente 
ligados al tratarse del cumplimiento de las obligaciones 
de los padres para con los hijos, el juez dé paso a la de-
finitiva solución de cualquier controversia que concierna 
o pueda afectar el bienestar de niñas, niños y adoles-
centes. A esto es a lo que se denomina en este estudio, 
simplificar los actos procesales como mecanismo para la 
celeridad y la economía procesal. 

Los jueces, además de dirigir el proceso deben velar por 
su rápida solución y adoptar las medidas que conduz-
can a evitar su paralización, además de procurar la mayor 
economía procesal so pena de incurrir en responsabili-
dad cuando faltaren a estos deberes. Los jueces, sobre 
todo en los asuntos de familia no pueden ser indiferentes 
al curso del proceso y al estado en que se encuentran, 
como tampoco pueden estarlo los secretarios quienes 
deben dar cuenta al juez con sus asuntos para que los 
provea y les dé curso. Economía procesal y celeridad van 
de la mano con la calidad de la justicia. En tal sentido, los 
jueces deben evitar la pérdida de tiempo, de dinero y de 
trabajo, tanto para sí como para las partes intervinientes, 
de modo que deben darse cuenta de lo útil que resulta en 
unos casos, dar solución a una controversia presentada 
sin complejizar la actividad procesal, como no dar paso a 
aquellas que serían inútiles. 
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De otra parte, con la reconvención adquieren relevancia 
los principios de igualdad y el derecho de defensa deri-
vado del derecho que tienen las partes de solicitar, con-
traponer, o de la oportunidad que tienen de oponerse de 
forma activa alegando hechos o fundamentos procesales 
y materiales que estime procedentes frente al actor origi-
nario, siempre que tengan relación con las pretensiones. 
Como todos los supuestos de acumulación, la reconven-
ción, como regla, representa la economía procesal, aun-
que la reconvención puede exclusivamente establecerse 
en el término de la contestación y no en otro momento 
procesal, de manera que transcurrido este trámite no po-
drá reconvenirse, sin perjuicio del derecho del demanda-
do de presentar su demanda en otro proceso.

La utilidad y conveniencia de la reconvención para garan-
tizar la aplicación de una más pronta y cumplida justicia 
en procedimientos ordinarios no tiene mayor discusión 
pues da la posibilidad de que las partes en un solo proce-
so obtengan una sentencia, sin embargo, en los procesos 
de alimentos en los que, generalmente, se discuten dere-
chos de los hijos menores de edad respecto a lo cual se 
requiere de una tramitación rápida y célere, la reconven-
ción ha generado algunas preocupaciones sobre la forma 
en que debe atenderse el asunto. Se observa claramente 
del artículo 154 del COGEP, que la reconvención no pro-
cede en los casos de alimentos. Sin embargo, a partir de 
la frase “no procede” una parte de los operadores jurídi-
cos interpretan que tal vez este precepto obstaculiza y es 
contrario a la economía procesal y otros se preguntan si 
debe considerarse que la voluntad normativa está dirigi-
da a evitar todo un complejo trámite de reconvención y de 
traslados donde no más se necesita resolver lo relativo a 
los hijos, sin mayor complejidad.

La temática derivada de la reconvención en determina-
dos procedimientos no ordinarios, no ha sido pacífica en 
el orden práctico y jurisprudencial. La Corte Suprema de 
la Nación de los Estados Unidos Mexicanos al resolver 
un litigio por “denuncia de contradicción suscitada entre 
criterios de Tribunales Colegiados de Circuito, en un tema 
de naturaleza civil” (Estados Unidos Mexicanos. Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, 2011) hace referencia a 
las distintas posturas legislativas en cuanto a la no acep-
tación de la reconvención en los procesos sumarios, a 
partir en algunos casos “de la naturaleza expedita de 
este tipo de procedimientos” y, de otra parte expone en 
la citada resolución la procedencia de la reconvención 
en determinados juicios sumarios de desocupación o en 
juicios sumarios hipotecarios. 

En el juicio de alimentos, en algunos Estados de México 
se ha aceptado por la jurisprudencia la demanda recon-
vencional de alimentos en procesos iniciados por derecho 
de visita y convivencia. Según expone Rendón (2016), la 
demanda para regular las visitas y la convivencia en re-
lación con una hija menor de edad, fue establecida por 
el padre de la niña, mientras la demandada interpuso 

reconvención, en tal caso para que se procediera a fijar 
la pensión alimenticia correspondiente que debía pagarle 
el padre a su hija, petición que fuera rechazada en el pro-
ceso por la jueza de familia. Contra la resolución dictada 
se interpuso recurso que fue acogido por el juez federal 
señalando que la jueza de familia, en interés del menor 
debió fijar la pensión alimenticia y tramitar la petición con-
tenida en la demanda reconvencional. 

 En el proceso de contestación de alimentos, en el caso 
Chandia/Muñoz, en Villa La Ópera comuna “La Pintada” 
en Chile, el señor Luis Hernán Muñoz Lobos al contes-
tar la demanda de alimentos establecida por Maribel del 
Carmen Chandia Retamal además de solicitar el recha-
zo de la misma argumentando que solo puede pagar en 
concepto de pensión alimenticia la suma de $195.500, 
mediante OTROSI, establece demanda reconvencional 
interesando que se fije y se acoja el régimen comunica-
cional con sus dos menores hijos de 13 y 7 años de edad, 
sustentando su pretensión en el interés superior del niño, 
niña y adolescente, en el artículo 5 de la Constitución de 
la República de Chile y en los artículos 222, 229 y 242 del 
Código Civil (Ilich, 2021).

Es principio básico de la justicia ecuatoriana la protección 
de niñas, niños y adolescentes en toda la extensión de 
sus derechos, especialmente en lo relativo a la prestación 
de alimentos en su favor. Tanto en la Constitución de la 
República de 2008 en su artículo 69 (Ecuador. Asamblea 
Nacional Constituyente, 2008) como a través del Código 
Orgánico de la Niñez y de la Adolescencia (Ecuador. 
Congreso Nacional, 2003) se establece la obligación de 
los padres de prestar los alimentos a sus hijos, además 
de la posibilidad de solicitar aumentos o rebajas cuando 
las circunstancias han variado, en cuyo caso tiene com-
petencias para conocer el incidente el mismo juez que fijó 
la pensión alimenticia, salvo en aquellos casos en que el 
alimentado haya cambiado de domicilio.

Una de las problemáticas fundamentales que se produ-
cen en la práctica judicial ecuatoriana con motivo de la in-
terpretación que se le ha dado al artículo 154 del COGEP 
(Ecuador. Asamblea Nacional, 2015) es la relacionada 
con la imposibilidad de que el juzgador, pueda resolver 
en la demanda incidental de aumento de pensión alimen-
ticia establecida por la parte actora, una solicitud de reba-
ja de la pensión fijada que interesa el demandado, pues 
como “no es procedente” la reconvención en alimentos 
los jueces se limitan a la pretensión de la demandante 
sin introducirse en otras medidas aunque tengan relación 
con los hijos, a pesar de comprobarse que han disminui-
do los ingresos del demandado en el proceso pues este 
no puede establecer demanda reconvencional, según la 
interpretación estricta de la ley, para interesar, más allá 
de que se desestime la pretensión, que se rebaje la pen-
sión fijada originalmente, en razón de que han variado 
las circunstancias que dieron lugar a que se estableciera 
aquella pensión en el proceso de alimentos. 
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Al respecto, Navarro & La Rosa Abogados (2015), consi-
deran que no es necesaria una demanda reconvencional 
en procesos de alimentos, mucho menos en incidentes 
presentados cuando han variado las circunstancias en 
virtud de las cuales se fijó una u otra cuantía por este con-
cepto. En su análisis realizan un expreso pronunciamiento 
en cuanto a la naturaleza de este tipo de procesos, no tan 
sujetos a la preclusión y al principio dispositivo. 

Luego Cano (2024a), al referirse al especial tratamiento 
en los procesos de familia comentaba acerca de que la 
naturaleza de la tutela atribuida a la función jurisdiccional 
en el ámbito familiar amplía los poderes del juez al ser-
vicio de los intereses que han de ser tutelados. Si bien 
en el ámbito del proceso ordinario la función del juez se 
encuentra estrictamente enmarcada en las pretensiones 
de las partes, sin que pueda ir más allá de sus peticiones, 
en el juicio de alimentos, la actuación del juez no está 
limitada como en el proceso ordinario, ni padecería de 
incongruencia la sentencia que sobrepase lo que piden 
las partes. 

De manera que una parte de la doctrina considera que en 
casos de familia se dan elementos no dispositivos, que 
imponen al juez tener en cuenta circunstancias concu-
rrentes en el caso, que no han sido planteadas por las 
partes. Recuérdese que, en el proceso de alimentos, las 
partes poseen incluso prohibiciones, atendiendo a que se 
trata de obligaciones y características respecto a las cua-
les, por ejemplo, los padres no pueden pactar la compen-
sación, toda vez que en los derechos de los niños, niñas 
y adolescentes se exige una sistematicidad que para la 
ley tiene más importancia que cualquier negocio que ha-
yan tenido o que pretendan realizar los padres. De modo 
que el juez no puede estar ajeno, sino por el contrario, 
debe velar por la protección de los menores de edad y el 
interés superior del niño como principio universalmente 
reconocido en favor de los infantes. 

Existen excepciones a la reconvención que se encuen-
tran de forma explícita en el COGEP y otras que se en-
cuentran implícitamente instituidas. En ocasiones, la na-
turaleza misma del proceso indica que no cabe en tales 
supuestos la reconvención, en otros como en el de los 
alimentos, se prohíbe expresamente. El artículo 154 men-
cionado anteriormente constituye una muestra de las sal-
vedades que realiza el COGEP para prohibir la reconven-
ción en los procesos de alimentos. En otros supuestos, 
se admite la reconvención condicional, es decir, se podrá 
realizar una demanda reconvencional si es conexa como 
es el caso de los procesos sumarios en que se exige que 
exista una conexidad entre los hechos para que pueda 
reconvenirse. 

En un primer análisis realizado por Cano (2024b), sobre la 
reconvención en procesos de alimentos advierte la posi-
bilidad de que se presente una demanda reconvencional 
ante los jueces, pero en todo caso, si no se hubiere pe-
dido formalmente, señala que los “singulares principios 

que los inspiran deben llevar al órgano judicial a entender 
que el incumplimiento de esta formalidad no puede aca-
rrear una consecuencia jurídica tan desproporcionada 
como tenerla por no formulada, para así dejar sin juzgar 
las peticiones implícitas”. (p. 2)

“Lo razonable es interpretar esa exigencia en el sentido 
de que corresponde al juez de familia velar porque los 
escritos de contestación se ajusten a la misma, estando 
entre sus facultades detectar las posibles peticiones de 
naturaleza reconvencional pero implícitamente deduci-
das, a fin de que se pueda dar traslado de ellas a la parte 
demandante y con ello evitar posibles indefensiones. Esta 
interpretación se compadece con la doctrina constitucio-
nal sobre cómo han de entenderse los requisitos formales 
en aras de garantizar la tutela judicial efectiva y respec-
to de la posibilidad de subsanar los defectos formales”. 
(Cano, 2024b, p. 4) 

La reconvención, según Cano (2024b), que resulta un 
acto procesal complejo “solo es exigible” en los casos 
civiles derivados de procedimientos matrimoniales en los 
cuales no deba el tribunal pronunciarse de oficio. Es plau-
sible el razonamiento a partir del cual no debe exigirse ni 
pedirse un acto procesal reconvencional en procedimien-
tos relacionados con la guarda, cuidado de menores o 
de alimentos, ni se produce incongruencia porque el juez 
en un proceso o incidente de pensión alimenticia decida 
finalmente pronunciarse sobre lo más conveniente para el 
menor, porque en estos casos existe la necesidad, más 
allá de las pretensiones de las partes, de proteger el de-
recho de un tercero, que es el niño, niña o adolescente. 
Por supuesto, siempre teniendo especial cuidado de que 
no se realicen pronunciamientos en la sentencia que sean 
sorpresivos, es decir, se hace necesario que hayan sido 
debatidos o discutidos o informados para que las partes 
realicen sus alegaciones, sobre todo en la audiencia. 

En tal sentido, se puede sostener el criterio de que el 
juzgador puede darle un tratamiento y solución a un pe-
dimento, incluso cuando no haya sido explícitamente 
solicitado en los escritos de las partes. Las posiciones 
diversas que pueden adoptar las partes en un proceso 
de alimentos no constituyen reconvención propiamente 
dicha, aunque el juez decida resolver las situaciones no 
expresamente planteadas que puedan derivarse de una 
demanda relacionada con los derechos de alimentos. Al 
asumir una postura en torno a la temática relacionada con 
la posibilidad o no, de reconvención en procesos de ali-
mentos se coincide con el criterio de Cano (2024b), el 
cual deja claramente definido del modo siguiente: “Las 
cuestiones inherentes a los menores nunca pueden ser 
objeto de reconvención, pues son medidas sobre las que 
el juez puede actuar de oficio e incluso en contra del 
acuerdo de las partes. Por tanto, el demandado puede 
hacer en su contestación a la demanda (sin necesidad 
de presentar demanda reconvencional) cuantas peticio-
nes estime oportunas relativas a materias en las que el 
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Juzgado deba pronunciarse de oficio, como por ejemplo 
en lo referente a la pensión alimenticia de los hijos meno-
res de edad”.

Consolidan este criterio algunas de las consideraciones 
jurídicas expuestas en la Resolución No. 04-2018 que 
evacua la consulta acerca del abandono de la demanda 
de alimentos cuando se ha fijado una pensión provisional. 
La Corte Nacional de Justicia de Ecuador (2018), funda-
menta que el Ecuador ha ratificado la Convención de los 
Derechos del Niño de 1990 y, en ese ámbito, ha asumido 
un posicionamiento ético y político de reconocimiento de 
los niños como sujetos de derechos bajo la “Doctrina de 
la Protección Integral” como paradigma de protección en 
todos sus aspectos. 

El Código Orgánico de la Niñez y de la Adolescencia, por 
su parte, desarrolla ampliamente el “Principio del Interés 
Superior del Niño” en su artículo 11, en el que se impo-
ne a todas las autoridades administrativas, judiciales y 
demás instituciones el deber de ajustar sus decisiones y 
acción para su cumplimiento. “Para apreciar el interés su-
perior se considerará la necesidad de mantener un justo 
equilibrio entre los derechos y deberes de niños, niñas y 
adolescentes, en la forma que mejor convenga a la reali-
zación de sus derechos y garantías”. (Ecuador. Congreso 
Nacional, 2003)

La necesidad de fijar un régimen de visitas en deman-
das establecidas solo para solicitar alimentos constituye 
un mandato legal del COGEP en su artículo146 donde se 
plantea expresamente que “en materia de niñez y adoles-
cencia, la o el juzgador fijará provisionalmente la pensión 
de alimentos y el régimen de visitas” (Ecuador. Asamblea 
Nacional, 2015). Aunque el precepto legal en este aspec-
to indica la provisionalidad, el sentido común indica que 
se encuentran estrechamente ligadas las medidas dirigi-
das a fijar la pensión de alimentos y lo relativo al régimen 
de visitas, particular que constituye un buen precedente 
para indicar que, en los procesos de alimentos, el juez 
debe tener en cuenta las medidas que deben adoptarse 
para completar el derecho de los padres sobre los hijos y 
el de los propios hijos, sin que se obligue constantemente 
a través de varios procesos a los padres a accionar ante 
los jueces para realizar peticiones que pueden solucio-
narse de una vez, y, como estas medidas pueden modifi-
carse cuando varíen las circunstancias que dieron lugar 
a la decisión, pues las partes si esto ocurriera pueden 
hacerlo dentro de los marcos legales . 

CONCLUSIONES 

La reconvención es, en definitiva, una demanda estable-
cida por la persona que ha sido demandada en juicio 
contra quien le ha demandado. La acción de reconven-
ción es una acción del demandado que se dirige a obte-
ner un resultado en su favor, en el mismo litigio promovido 
por el actor, en el mismo proceso en que el actor le ha 
demandado, constituye un contraataque del demandado 

e impone que se tramiten dos demandas simultáneamen-
te y se resuelvan por el juzgador, en una sola sentencia. 

Si bien la reconvención en el procedimiento ordinario civil 
sustenta y consolida el principio de economía procesal 
pues impone al juez resolver en una sola sentencia dos 
pretensiones distintas, una contenida en la demanda y la 
otra en la reconvención, lo cual constituye un supuesto de 
acumulación y evita que las partes tengan que iniciar otro 
u otros procesos para dar respuesta a las pretensiones 
de las partes, no sucede exactamente así cuando en ali-
mentos se acepta la tramitación de una reconvención, no 
obstante, el legislador ecuatoriano, quizás no debió con-
signar en el artículo 154 “La reconvención no procede en 
materia de alimentos” sino debió establecer que “ no es 
exigible la reconvención en procesos de alimentos” o al 
menos dejar en claro que cuando se trate de derechos y 
de la protección de los hijos menores de edad, las partes 
dentro de esos términos pueden realizar sus alegaciones 
de forma amplia sin que tengan que realizar una deman-
da reconvencional.

Dada la naturaleza de los derechos que se discuten en 
materia de familia, los cuales no pueden ser evaluados 
conforme al principio dispositivo y al de congruencia en el 
mismo sentido en que se realiza respecto a los derechos 
civiles, la posición de los jueces en representación del 
Estado debe estar más centrada en la protección del inte-
rés superior del niño, niña y adolescente que en el grupo 
de ritos y formalidades que ha instituido el COGEP, pues 
la tutela judicial efectiva en materia de alimentos exige a 
los juzgadores extenderse más allá de las formas y, resol-
ver sin tanta dilatación y demora temáticas relacionadas 
con las medidas de guarda, alimentos, cuidado y comu-
nicación de los padres con los hijos menores. 

A partir de este estudio se ha considerado que la interpre-
tación que debe observarse respecto a lo preceptuado en 
el artículo 154 debe centrarse en que en los procesos de 
alimentos “no es exigible” o “no debe exigirse” la recon-
vención para dar solución a problemáticas que pudieran 
ser planteadas tanto en el escrito de contestación como 
en la audiencia oral a la que acudan las partes. Lo que no 
puede ocurrir es que la sentencia sorprenda a alguna de 
las partes pero si en la demanda de solicitud de fijación 
de pensión alimenticia la contraparte contesta y solicita 
que se establezca un régimen de visitas y de comunica-
ción entre padres e hijos de una forma determinada, el 
juez puede y debe dar paso al debate en audiencia o no-
tificar al demandante con la formulación del demandado 
y resolver en sentencia una cuestión directamente aso-
ciada a los derechos y obligaciones entre padres e hijos.

Lo que no debe ocurrir en los procesos de familia es que 
a pesar de las alegaciones de los padres en el juicio, el 
juzgador deje pendientes medidas que puede adoptar en 
interés de los menores bajo pretexto de que en los proce-
sos de alimentos no procede demanda reconvencional, 
teniendo en cuenta que no solo transgrede el principio de 
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economía procesal al imponerle a las partes la realización 
de una nueva petición, sino que contradice la necesidad 
de tutelar a los menores de edad que se encuentran en 
una situación no definida en cuanto a las medidas que 
deberían adoptarse en las relaciones entre padres e hijos. 
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